
TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 21 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2021681  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.266 L (10a.)  
 
VACACIONES GENERADAS Y NO DISFRUTADAS. LOS TRABAJADORES REGIDOS POR EL 
APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL NO TIENEN DERECHO A 
SU PAGO CUANDO HAYAN SIDO DESPEDIDOS Y EN EL JUICIO LABORAL SE DECRETE SU 
REINSTALACIÓN, PORQUE NO EXISTE PROHIBICIÓN PARA SU GOCE UNA VEZ 
REINCORPORADOS. 
 

Cuando un trabajador que ha sido despedido, cuyo vínculo laboral se rige por el apartado A del artículo 
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por la Ley Federal del 
Trabajo, demande el pago de vacaciones no disfrutadas pese a haberlas generado, y proceda su 
reinstalación en la fuente de empleo, ello, por sí solo, hace improcedente su pago, puesto que en 
términos del artículo 79 de la ley referida, las vacaciones no pueden compensarse con una 
remuneración económica, aunado a que conforme al diverso artículo 76, las mismas se disfrutan con el 
pago íntegro de salarios, de modo que la falta de disfrute no hace procedente que se compensen con 
una cantidad adicional pues, efectivamente, esa determinación implicaría una doble condena. Además, 
en la legislación laboral federal no existe restricción en cuanto a que las vacaciones no pueden 
fraccionarse o dividirse, como sí ocurre tratándose de los trabajadores al servicio del Estado, sujetos a 
las disposiciones del apartado B del artículo 123 aludido, y a las respectivas leyes burocráticas, 
respecto de los cuales este tribunal ha sustentado criterio en el sentido de que, aun cuando exista 
condena a la reinstalación, también debe condenarse al pago de vacaciones, precisamente por no ser 
susceptibles de fraccionarse o dividirse, pero sobre todo porque están programadas en calendarios 
oficiales que garantizan el servicio público; sin embargo, como la Ley Federal del Trabajo no establece 
esta limitación, entonces, cuando se decrete condena a la reinstalación, si bien es improcedente el 
pago de vacaciones generadas y no disfrutadas, anteriores al despido, lo cierto es que el trabajador, 
una vez reinstalado, podría solicitar el otorgamiento de sus periodos vacacionales que le 
correspondan, siempre y cuando su derecho al disfrute no hubiese prescrito. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021680  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.273 L (10a.)  
 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE VERACRUZ QUE ORIENTAN E INFORMAN AL 
PÚBLICO EN GENERAL ACERCA DE TRÁMITES ADMINISTRATIVOS. NO TIENEN EL 
CARÁCTER DE CONFIANZA, PORQUE ESAS FUNCIONES SON DIFERENTES A LAS DE DAR 
ASESORÍA. 

 
El artículo 7o., fracción III, de la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz, determina que 
debe ser considerado como trabajador de confianza quien realice, entre otras funciones, la de 
asesoría, lo que implica que quien lleva a cabo esa actividad tiene conocimientos especializados en 
determinados temas. De ahí que las funciones consistentes en dar indicaciones u orientación a los 
habitantes de la comunidad que acudan a hacer sus trámites, acerca de los requisitos y forma en que 
deben cumplirse al realizar algún procedimiento burocrático o administrativo, no pueden equipararse a 
las de "asesoría" prevista en el numeral citado pues, en primer lugar, para llevarlas a cabo no se 
requiere de conocimientos técnicos en alguna rama especializada que se traduzca en estimar que 
dadas sus características profesionales, se le confíen asuntos con intereses institucionales; en 
segundo, ese tipo de orientación es dirigida a la comunidad en general, esto es, esa función no se 
desarrolla internamente hacia algún funcionario en particular, aunado a que esta clase de información, 
por su naturaleza, no puede considerarse confidencial o que ponga en riesgo actividades 
institucionales y que requiera un manejo especial, ya que puede estar al alcance de todas las 
personas, en tanto sirve para darles a conocer los requisitos que cualquier ciudadano necesita para 
solicitar o tramitar alguna cuestión de su interés, lo que evidencia que la orientación o información en 
comento es pública; por lo que quien lleva a cabo tales actividades no tiene el carácter de trabajador 
de confianza y, por el contrario, goza del derecho a la estabilidad en el empleo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021678  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.10o.T.7 L (10a.)  
 
TRABAJADORES DOMÉSTICOS QUE HABITAN EN EL HOGAR DONDE PRESTAN SUS 
SERVICIOS. TIENEN DERECHO AL PAGO DE TIEMPO EXTRAORDINARIO CUANDO NO SE LES 
CONCEDEN LOS PERIODOS QUE COMO MÍNIMO TIENEN DERECHO A DESCANSAR 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2012). 

 
De los artículos 333 y 336 de la Ley Federal del Trabajo se advierte que los trabajadores domésticos 
que habitan en el hogar donde prestan sus servicios, deben disfrutar de 2 descansos diarios; el 
primero de cuando menos 3 horas entre las actividades matutinas y vespertinas y, el segundo, 
nocturno, de 9 horas consecutivas como mínimo; así como que también tienen derecho a un descanso 
semanal de día y medio ininterrumpido, preferentemente en sábado y domingo; por lo que, de una 
interpretación deductiva y teleológica de dichos artículos, se concluye que este tipo de trabajadores 
prestan sus servicios de forma especial durante 5 días y medio a la semana, a razón de una jornada 
máxima diaria de 12 horas durante 5 días y 6 horas el día en el que laboran medio día, esto es, un 
total de 66 horas de trabajo semanales, lo que se justifica atendiendo a la finalidad del número de 
horas de descanso diarias, ya sea nocturnas o intermedias entre sus actividades y de que cuentan con 
día y medio de descanso. En consecuencia, cuando no se les conceden los periodos que como 
mínimo tienen derecho a descansar, el tiempo laborado que exceda de su jornada máxima semanal 
debe estimarse como horas extras que se les deben pagar. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021672  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. IV/2020 (10a.)  
 
REFUGIADOS. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 19 DEL REGLAMENTO DE LA 
LEY SOBRE REFUGIADOS Y PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA. 

 
El referido precepto reglamentario establece que para efectos del cumplimiento del artículo 18 de la 
Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político se dará trámite, de manera 
excepcional, a las solicitudes presentadas fuera del plazo previsto para ello, cuando el extranjero 
acredite que por causas ajenas a su voluntad no le fue materialmente posible presentarla 
oportunamente. Ahora bien, considerando que la interpretación conforme con la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos exige que se opte por aquella de la que derive un resultado más 
acorde con el Texto Supremo, a fin de garantizar la supremacía constitucional y, simultáneamente, 
permitir una adecuada y constante aplicación del orden jurídico, garantizando en todo momento, 
principalmente, el derecho humano de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva, la interpretación de 
dicha excepción debe ser bajo un estándar probatorio mínimo, es decir, no debe ser estricta ni rigurosa 
o requiriendo pruebas concluyentes para demostrar la veracidad de sus afirmaciones, sino que bastará 
para tener por acreditado que efectivamente el extranjero estuvo imposibilitado para presentar su 
solicitud dentro del plazo fijado por la ley, que los hechos manifestados por el solicitante y las pruebas 
que tuviera a su alcance, sean coherentes con el contexto de su propia situación, lo que será suficiente 
para que se dé trámite a las solicitudes presentadas fuera del plazo previsto en el artículo 18 de la ley 
referida, dado que con ello se garantiza: i) la protección más amplia de los derechos fundamentales a 
las personas; ii) que la falta de presentación de la solicitud dentro de un periodo específico o del 
cumplimiento de otros requisitos formales, no conduzcan de manera automática a que la misma no 
reciba la debida consideración; iii) a que el solicitante sea oído con las debidas garantías durante el 
procedimiento respectivo, a efecto de determinar si se encuentra en riesgo de persecución; y, iv) el 
principio de no devolución, que implica que los refugiados ni los solicitantes del reconocimiento de esa 
condición pueden ser rechazados o expulsados sin un análisis adecuado e individualizado de sus 
peticiones. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021671  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. III/2020 (10a.)  
 
REFUGIADOS. EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN 
COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE PREVÉ EL PLAZO PARA SOLICITAR EL 
RECONOCIMIENTO DE ESE ESTATUS JURÍDICO, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD. 

 
El referido precepto legal si bien establece que el extranjero que solicite el reconocimiento de la 
calidad de refugiado, deberá presentar por escrito su solicitud dentro del plazo de treinta días hábiles 
contados a partir del día siguiente a aquel en que haya ingresado al país o, en su caso, a aquel en que 
le haya sido materialmente posible presentarla en los términos que defina el reglamento, a pesar de 
que dicha calidad constituye una situación de hecho que se adquiere tan pronto se reúnan los 
requisitos que establecen los tratados internacionales en la materia, lo cierto es que el plazo en 
cuestión supera el test de proporcionalidad, porque: i) encuentra una finalidad constitucionalmente 
válida, al tratarse de un deber y una facultad del Estado el identificar a quienes ingresan a su territorio 
en las diversas categorías migratorias, a fin de cumplir con el marco regulatorio establecido para el 
tránsito y la estancia de los extranjeros en el país, y porque lo que se pretende evitar es que el 
extranjero en condición de refugiado que requiera protección se coloque en una situación de 
irregularidad respecto de las leyes mexicanas por un tiempo que resulte muy prolongado, en 
detrimento de sus derechos fundamentales; ii) es idónea y necesaria para asegurar la obtención de los 
fines que fundamentan la restricción constitucional, al ser la única forma en que, dentro de un 
determinado periodo, las autoridades migratorias correspondientes estarán en aptitud de identificar a 
las personas que se consideran refugiados y, como consecuencia de ello, en posibilidad de brindarles 
la protección que establecen las leyes nacionales y los tratados internacionales, propiciando con ello 
que los solicitantes permanezcan en el país el menor tiempo posible de manera irregular; y, iii) es 
proporcional en sentido estricto, porque si bien se trata de una limitante al exigir que el reconocimiento 
de la condición de refugiado deba presentarse dentro de un determinado plazo, el derecho 
fundamental que pretende proteger no se ve excesivamente limitado si se toma en cuenta que existe 
una excepción prevista en el artículo 19 del Reglamento de la Ley sobre Refugiados y Protección 
Complementaria, que señala que para efectos del cumplimiento del artículo 18 de la Ley sobre 
Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, de manera excepcional, se dará trámite a las 
solicitudes presentadas fuera del plazo previsto, lo que permite colegir que el solo establecimiento de 
dicho plazo no impide, total y definitivamente, la realización de la conducta amparada por ese derecho 
(el inicio y/o admisión de la solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado). 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021669  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXXI.3 K (10a.)  
 

RECURSO DE RECLAMACIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 
ACUERDO DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE IMPONE UNA 
MULTA A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, DERIVADA DEL INCUMPLIMIENTO DEL FALLO 
PROTECTOR. 
 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 61/2014 (10a.), de 
título y subtítulo: "CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. PROCEDIMIENTO A SEGUIR 
PARA VALORAR LA LEGALIDAD DE LAS MULTAS IMPUESTAS A LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES Y/O VINCULADAS A DICHO CUMPLIMIENTO, CUANDO ÉSTE FUE 
EXTEMPORÁNEO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", determinó que 
el momento para evaluar la legalidad de las multas impuestas a las autoridades responsables y/o 
vinculadas al cumplimiento de las sentencias de amparo, con motivo de un cumplimiento 
extemporáneo al fallo constitucional, será hasta que se estudie sobre el acatamiento a la sentencia 
protectora. Por su parte, la Segunda Sala del Máximo Tribunal del País, en la jurisprudencia 2a./J. 
178/2016 (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA 
IMPOSICIÓN DE UNA MULTA A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, DERIVADA DEL 
INCUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO.", estableció que el recurso de queja previsto en 
el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, es improcedente para analizar las multas 
impuestas a las autoridades responsables por no cumplir con el fallo constitucional dictado en el 
amparo indirecto, habida cuenta que lo injustificado de la imposición de la multa, es motivo de 
valoración por el Tribunal Colegiado de Circuito o la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
etapa de cumplimiento y ejecución de la sentencia de amparo, en el incidente de inejecución 
correspondiente; además, aclaró que las autoridades responsables pueden interponer el recurso de 
inconformidad ante el Tribunal Colegiado de Circuito contra el auto que dicte el Juez de Distrito que 
tenga por cumplido el fallo protector, para que se analice la legalidad de las multas impuestas en el 
procedimiento de cumplimiento. Con base en las reflexiones proporcionadas en las jurisprudencias 
citadas, el recurso de reclamación interpuesto contra el acuerdo de presidencia de un Tribunal 
Colegiado de Circuito, en el que se multó a la autoridad responsable porque no dio cumplimiento a la 
sentencia constitucional en el término concedido, es improcedente, debido a que el auto recurrido se 
emitió en el procedimiento de cumplimiento de la ejecutoria de amparo, que se sujeta a las reglas 
previstas en los artículos 192, 196 a 198 y 201 a 203 de la Ley de Amparo, por lo que el medio de 
impugnación procedente es el recurso de inconformidad; además, la multa impuesta en el acuerdo de 
presidencia, no se trata de una determinación definitiva o firme, al no impactar de manera irrevocable 
en la esfera jurídica de la autoridad multada, ya que el propio presidente del Tribunal Colegiado de 
Circuito, al declarar el cumplimiento del amparo, si advierte que la multa fue infundada, o que la 
conducta de la autoridad responsable estuvo justificada, tiene facultades para revocarla o, en su caso, 
el pleno de dicho tribunal al resolver el recurso de inconformidad interpuesto por la autoridad 
responsable contra la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria de amparo, podrá revocar la 
multa controvertida. Inclusive, la legalidad de la multa puede analizarse en el incidente de inejecución 
de sentencia, acorde con el procedimiento previsto para el cumplimiento de la sentencia, pues de 
estimarse justificado el retraso en acatar el cumplimiento, podría dejarla sin efectos. 
 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021668  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XI.1o.C.35 C (10a.)  
 
RECURSO DE APELACIÓN. OPORTUNIDAD Y FORMALIDAD PARA INTERPONERLO Y 
EXPRESAR AGRAVIOS (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 1339, 1342 Y 1344 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO). 

 
La interpretación de los artículos 1339, 1342 y 1344 del Código de Comercio permite apartarse del 
criterio rigorista y restringido de la literalidad, a efecto de no limitar la promoción del recurso de 
apelación y la expresión de agravios materialmente a un solo escrito, en virtud de que las tendencias 
actuales del derecho procesal, buscan contar con una mayor elasticidad para el ejercicio de los 
derechos de las partes, desde luego, con el respeto a las diversas etapas del procedimiento judicial, a 
la conclusión de los términos y a los principios expresos de consumación procesal, es decir, no 
restringe el derecho de las partes para apelar a un solo escrito, pues sólo exige el ejercicio simultáneo 
de la promoción del recurso de apelación y de la expresión de agravios, no necesariamente plasmado 
ello en un solo ocurso. La diferencia, si se quiere, es sutil, pero existe y debe ser entendida bajo un 
criterio basado en las modernas tendencias del derecho procesal, que buscan superar los criterios 
rígidos del principio de preclusión procesal y, sobre todo, el dar la mayor oportunidad de defensa y de 
ejercicio de derecho de las partes en la contienda jurisdiccional. En este orden de ideas, la 
simplificación y celeridad que el legislador previó en dichos artículos se centró en eliminar trámites 
innecesarios, pues obliga a la parte inconforme con una resolución, a sujetarse a un término para la 
promoción, por conducto del Juez, del recurso de apelación y para que dentro de ese lapso proceda a 
formular los agravios que estime le ocasiona la determinación apelada; sin que ello signifique la 
privación del derecho de la parte recurrente de contar con la totalidad del término, tanto para 
interponer el recurso de apelación, como para formular los agravios correspondientes. Lo anterior es 
así, porque la exigencia de que la interposición del recurso de apelación y la expresión de agravios se 
estimen como actos coetáneos, debe entenderse en el sentido de que ambos actos deben realizarse 
dentro del término perentorio previsto por las disposiciones legales adjetivas reformadas; por lo que la 
preclusión procesal operará, entonces, sólo en la hipótesis en que la interposición del recurso y la 
expresión de agravios se presenten fuera del término legal correspondiente, o no se propongan. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021666  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: V.1o.P.A.8 P (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL EN EL SISTEMA ACUSATORIO. PARA QUE PROCEDA 
SU ANÁLISIS EN AMPARO INDIRECTO, ES NECESARIO QUE EXISTA PRONUNCIAMIENTO 
PREVIO DEL JUEZ DE CONTROL PUES, DE LO CONTRARIO, SE VIOLA EL PRINCIPIO DE 
CONTRADICCIÓN (INAPLICABILIDAD DE LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 18/99 Y 1a./J. 62/99). 

 
Cuando en el juicio de amparo indirecto se solicita el análisis de la prescripción de la acción penal en 
un asunto tramitado conforme al nuevo sistema de justicia penal, existe un impedimento para 
realizarlo, si no existe pronunciamiento previo del Juez de Control pues, de lo contrario, se viola el 
principio de contradicción a que se refiere el artículo 20, apartado A, fracciones VI y X, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 4o. y 6o. del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, dado que implicaría sustituirse en las facultades del Ministerio 
Público, o bien, del Juez de Control; otra razón, es que se podría dejar inaudita a la contraparte de 
quien lo plantee en amparo indirecto. Sin que al respecto sean aplicables las tesis de jurisprudencia 
1a./J. 18/99 y 1a./J. 62/99, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubros: 
"PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. PUEDE ANALIZARSE EN AMPARO INDIRECTO AUN 
CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE NO SE HAYA PRONUNCIADO AL RESPECTO." y 
"PRESCRIPCIÓN, EL JUEZ DE AMPARO DEBE ANALIZARLA CUANDO SE RECLAMA LA ORDEN 
DE APREHENSIÓN. POR SER FIGURA PROCESAL DE ORDEN PÚBLICO, SU ESTUDIO ES 
PREFERENTE Y OFICIOSO.", respectivamente, pues se refieren a casos en los que se reclaman el 
auto de formal prisión y la orden de aprehensión, actuaciones derivadas del llamado sistema 
tradicional, tramitados hasta antes de la reforma al artículo 20 constitucional invocado, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008 y anterior a la vigencia del código indicado, 
donde se introdujeron, entre otros, el principio de contradicción y el procedimiento específico para el 
estudio de la prescripción; por último, en ese tipo de asuntos del sistema tradicional se remitían los 
autos que integraban la causa, lo que permitía al Juez de amparo tener todas las pruebas de la 
averiguación previa y el proceso, lo que no ocurre con el actual procedimiento. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021665  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.268 L (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO DE HUELGA REGULADO EN LA LEY ESTATAL DEL SERVICIO CIVIL DE 
VERACRUZ. EL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL PODER JUDICIAL DEL 
ESTADO NO DEBE DECLARAR SU INCOMPETENCIA NI REMITIR EL EXPEDIENTE A OTRO 
ÓRGANO JURISDICCIONAL DE TRABAJO SIN HABER EMPLAZADO PREVIAMENTE AL 
PATRÓN (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 928, FRACCIÓN V, DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO). 

 
Al ser la supletoriedad una institución jurídica que sirve para la integración normativa y cuyo fin es 
llenar el vacío de la ley, se concluye que es legal la aplicación supletoria del artículo 928, fracción V, 
de la Ley Federal del Trabajo, a la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz, en términos 
de su artículo 13, respecto del procedimiento de huelga, pues si bien es cierto que la legislación estatal 
prevé esa figura, también lo es que no lo hace de manera amplia, exhaustiva y a detalle, a fin de 
estimarla suficiente para resolver los conflictos competenciales que lleguen a suscitarse entre el 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del Estado y una Junta Federal o Local. En esa 
tesitura, es inconcuso que el referido tribunal estatal no debe declarar su incompetencia en un 
procedimiento de huelga, ni remitir el expediente a otro órgano jurisdiccional de trabajo, sin haber 
emplazado previamente al patrón, en términos del artículo invocado en primer término, pues el 
propósito de dicha disposición es que ese tipo de conflictos colectivos se resuelva con la mayor 
prontitud posible, dadas las graves consecuencias que pudieran traer a las partes; sin que obste a lo 
anterior el artículo 192 de la referida ley estatal, pues dicha disposición, de carácter general, sólo es 
aplicable a los procedimientos inherentes a los conflictos individuales, pero no al emplazamiento a 
huelga, que se sujeta a reglas especiales del procedimiento; máxime que el derecho de huelga, por sí 
mismo, tiene el carácter de urgente, y éste no se pierde por el hecho de que se presente ante una u 
otra autoridad; esto es, la importancia y urgencia dependen del derecho mismo que implica la huelga y 
no del órgano ante el que se presente, por lo que el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder 
Judicial del Estado de Veracruz, antes de declarar su incompetencia legal para conocer de un 
procedimiento de huelga, debe emplazar al patrón y notificar a los trabajadores la declaratoria de 
incompetencia, concediéndoles el término de 24 horas para que designen al juzgador que consideren 
competente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2021664  
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Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: VII.2o.T.270 L (10a.)  
 

PENSIÓN POR VIUDEZ. EL ARTÍCULO 130 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, AL PREVER QUE SI 
AL MORIR EL ASEGURADO O PENSIONADO TENÍA VARIAS CONCUBINAS, NINGUNA DE ELLAS 
TENDRÁ DERECHO A RECIBIR DICHA PRESTACIÓN, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE 
IGUALDAD NI EL PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN, PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 1o. Y 4o. 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 

El párrafo primero del artículo 130 de la Ley del Seguro Social establece que quien fue esposa del 
asegurado o pensionado por invalidez tendrá derecho a la pensión de viudez y que, a falta de esposa, 
tendrá derecho a recibirla la mujer con quien el asegurado o pensionado por invalidez vivió como si fuera su 
marido, durante los cinco años que precedieron inmediatamente a la muerte de aquél, o con la que hubiera 
tenido hijos, siempre que ambos hayan permanecido libres de matrimonio durante el concubinato. Sin 
embargo, determina que si al morir el asegurado o pensionado por invalidez tenía varias concubinas, 
ninguna de ellas tendrá derecho a recibir la pensión, hipótesis que no es violatoria del derecho fundamental 

de igualdad ni del principio de no discriminación, previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, el hecho de que el artículo 130 aludido prevea la 
improcedencia del derecho al otorgamiento y pago de una pensión de viudez en aquellos casos en los que 
el asegurado haya tenido varias concubinas, no implica un trato discriminatorio ni una diferencia de trato, 
sino que, por el contrario, la norma prevé un trato igualitario para todas aquellas personas (concubinas o 
concubinarios) que se encuentren en dicho supuesto. Esto es, la norma en estudio prevé que si existen 
varias concubinas ninguna de ellas tendrá derecho a gozar de la pensión referida, lo que implica una 
exclusión general y trato igualitario para cada una de ellas, ya que dicho artículo no reconoce el derecho de 
una ni excluye al resto de las personas que demuestren haber tenido una relación de concubinato con el 
trabajador fallecido, sino que la prohibición de recibir la pensión respectiva aplica a todas las concubinas 
que hubiese tenido el trabajador al momento de fallecer. Máxime que la negativa de pensión ante la 

existencia de diversas concubinas no obedece a cuestiones de discriminación, sino a aspectos relativos a 
seguridad social y a las aportaciones hechas por el trabajador durante su vida laboral. Lo anterior coincide 
con el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido  de que si bien 
es cierto que el reconocimiento del concubinato como una institución fundadora de la familia, tiene como fin 
proteger a las personas que deciden tener una vida en común con intención de permanencia, estabilidad y 
ayuda mutua, como si fuese un matrimonio; también lo es que ello no implica que deba reconocerse 
jurídicamente que una persona pueda sostener, a un mismo tiempo, dos o más relaciones de concubinato, 
dado que ello es contrario a la naturaleza y a los fines de esa institución jurídica ; máxime cuando en el 
sistema jurídico mexicano sólo se reconocen los matrimonios y concubinatos monogámicos. Además, el 
hecho de que el asegurado haya cotizado en los diversos ramos del seguro social para asegurar su 

bienestar y el de su familia, no significa que todas las personas con las que vivió en pareja y/o tuvo hijos en 
común, tengan derecho a la pensión de viudez, habida cuenta que su objeto es garantizar la subsistencia 
de quien vivió con él hasta la fecha de su deceso, como si fuese su cónyuge, durante un plazo mínimo de 
cinco años, o por un tiempo menor, en caso de haber procreado hijos en común; concluyendo que la 
condición impuesta consistente en que el asegurado no tenga varias concubinas al morir, no transgrede el 
derecho a la seguridad social, como lo estableció dicha Sala de manera análoga en la tesis aislada 2a. 
L/2019 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN DE VIUDEZ. EL ARTÍCULO 72 DE LA LEY DEL SEGURO 
SOCIAL DEROGADA, AL PREVER UNA CONDICIÓN PARA SU OTORGAMIENTO A LA CONCUBINA 
DEL ASEGURADO, NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL QUE TUTELA EL 
ARTÍCULO 123, APARTADO A, FRACCIÓN XXIX, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS." 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: VII.2o.T.241 L (10a.)  
 
PENSION POR INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL. LOS ARTÍCULOS 58, FRACCIONES II Y 
III, Y 61 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, AL PREVER QUE SU PAGO DEBE REALIZARSE A 
PARTIR DE QUE SE DETERMINA EL GRADO DE INCAPACIDAD Y NO DESDE LA FECHA EN 
QUE OCURRIÓ EL RIESGO QUE LA ORIGINÓ, NO SON VIOLATORIOS DE LOS DERECHOS DE 
IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 

 
Los artículos 58, fracciones II y III, y 61 de la Ley del Seguro Social, en la parte que interesa, 
establecen que el trabajador que sufra un riesgo de trabajo tiene derecho al otorgamiento de una 
pensión por incapacidad permanente parcial, que deberá cubrirse a partir de que se determine su 
grado de disminución orgánico funcional, lo que puede ocurrir en sede administrativa o a través de un 
juicio, sin que ello pueda estimarse violatorio de los derechos fundamentales de igualdad y no 
discriminación, previstos en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Lo anterior es así, pues no toda desigualdad de trato es violatoria de derechos 
fundamentales, sino sólo cuando produce distinción entre situaciones objetivas y de hecho iguales, sin 
que exista una justificación razonable e igualmente objetiva. En este sentido, el hecho de que la fecha 
de otorgamiento y pago de la pensión respectiva dependa de su reconocimiento en sede administrativa 
o judicial, no implica un trato discriminatorio, sino una diferencia razonable, ya que esas hipótesis son 
incomparables entre sí, por provenir de situaciones de hecho distintas. La primera, derivada de la 
comprobación y reconocimiento en sede administrativa del respectivo riesgo de trabajo y del 
correspondiente grado de incapacidad que el mismo produce en el trabajador; la segunda, en virtud de 
la negativa de ese reconocimiento, que conlleva que deba acudirse ante la autoridad a solicitar su 
aceptación; y, atendiendo a la fecha de su determinación, es que debe cubrirse la pensión respectiva; 
ello, en razón de que cuando el instituto no reconoce el riesgo sufrido, precisamente, su actualización y 
causalidad son los aspectos que se dilucidarán en el juicio laboral, en el cual deberán rendirse 
aquellas pruebas que las partes estimen convenientes para que la autoridad laboral tenga los 
elementos necesarios para dictar su laudo. Por consiguiente, si en esta última hipótesis su 
reconocimiento se realiza una vez analizada la controversia en su totalidad, en la medida en que no 
basta la sola existencia de aquél, sino que resulta imprescindible su calificación como tal, ello 
evidencia que el pago de la pensión respectiva no puede retrotraerse hasta la fecha del acontecimiento 
que le da origen, que generalmente coincide con la que se llega a reconocer en sede administrativa, 
pues aquélla únicamente debe cubrirse hasta que se determine fehacientemente el grado de 
incapacidad que el riesgo profesional produjo; lo que, se insiste, no puede estimarse violatorio de los 
derechos de igualdad y no discriminación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PENSIÓN ALIMENTICIA DEFINITIVA. ES IMPROCEDENTE SU MODIFICACIÓN MEDIANTE EL 
INCIDENTE DE REDUCCIÓN RESPECTIVO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 

 
Cuando mediante un incidente se pretende la reducción de la pensión alimenticia fijada en la sentencia 
definitiva o en el convenio elevado a categoría de cosa juzgada, la autoridad jurisdiccional, a fin de 
salvaguardar el interés superior del menor acreedor, debe advertir su improcedencia. Lo anterior es 
así, porque aun cuando haya acreedores distintos a quienes el deudor debe proporcionar alimentos –
cuya existencia constare plenamente demostrada y no figuren como parte en el procedimiento– y que 
constituye un aspecto que repercute en su capacidad económica, dicha cuestión no puede dilucidarse 
a través de la resolución de un incidente porque, en primer lugar, dada su naturaleza jurídica procesal, 
en éste solamente pueden dirimirse cuestiones accesorias de un proceso jurisdiccional y siguen la 
suerte del mismo, toda vez que las principales se encuentran reservadas para resolverse en el juicio 
principal. Por ello, el incidente de reducción de pensión definitiva resulta improcedente, porque con su 
trámite lo que se pretende es variar la cosa juzgada, situación que debe hacerse con la promoción de 
un juicio ordinario civil en tanto que se requiere acreditar la variación de circunstancias que justifiquen 
la reducción aludida. De ahí que debe entenderse que se trata de una acción principal cuyo análisis no 
podría someterse al trámite de un incidente derivado de la naturaleza jurídica de lo que debe probarse. 
En segundo lugar, si en un incidente se resuelve la reducción de una pensión definitiva decretada a 
favor de un hijo, derivado de la existencia de diversas pensiones a favor de otros acreedores, ello 
puede conllevar una violación de sus derechos humanos ante la subsistencia de porcentajes diferentes 
en sujetos de derecho que deben ser tratados iguales, pues el hecho de reducir una pensión definitiva 
no implica la reducción de las demás pensiones decretadas, esto es, la resolución incidental, en esas 
condiciones, pudiere implicar un trato desigual entre acreedores alimentarios que deban ser 
considerados constitucionalmente iguales. En tercero, generaría indefensión porque la tramitación de 
un incidente tiene oportunidades procesales distintas a las que concede la legislación procesal en un 
juicio ordinario civil, como se advierte del propio Código de Procedimientos Civiles para el Estado de 
Veracruz (por ejemplo: en el juicio ordinario civil el plazo para contestar la demanda es de nueve días y 
en el incidente, es de tres días; en el juicio ordinario tiene la posibilidad procesal de desahogar la vista, 
de lo cual carece el incidente; en el juicio ordinario hay posibilidad de resolver la controversia a través 
de justicia alternativa, lo que no ocurre en un incidente, etcétera). Derivado de lo anterior, se advierte 
que la resolución de un incidente en donde se reduzca una pensión alimenticia definitiva es violatoria 
del parámetro de regularidad constitucional en tanto que con ello no se cumple a cabalidad con la 
obligación del Estado de eliminar cualquier forma de discriminación con la aplicación de normas de 
derecho interno que pueden conducir a violaciones a los derechos humanos de los menores de edad. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PENSIÓN JUBILATORIA. LA OMISIÓN RECURRENTE DE PAGARLA OPORTUNAMENTE VIOLA 
LOS DERECHOS HUMANOS A LA DIGNIDAD, AL MÍNIMO VITAL Y A LA SEGURIDAD SOCIAL 
DE LOS JUBILADOS. 

 
Bajo el enfoque actual de una mayor protección a los derechos humanos mediante el acceso a la 
justicia constitucional, y ante la problemática social que origina el retraso injustificado del pago de las 
pensiones a los jubilados, corresponde al Estado asegurar la satisfacción de las necesidades básicas 
de todos sus ciudadanos, en el caso, el derecho que conforme al artículo 123, apartado B, fracción XI, 
inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos adquirieron aquéllos después de 
laborar por el tiempo señalado por la ley, a recibir el pago de una pensión, el cual debe ser realizado 
en tiempo, porque sólo así se puede garantizar una subsistencia digna. A este despliegue estatal se le 
conoce como obligación de garantía y se traduce en que el Estado, a través de los entes públicos 
correspondientes, debe mantener el disfrute del derecho respectivo, pero también mejorarlo y 
restituirlo en caso de violación. Por tanto, cuando se omite pagar oportunamente una pensión 
jubilatoria en forma recurrente, se violan los derechos humanos a la dignidad y al mínimo vital de los 
jubilados, ya que aquélla comprende la satisfacción de las necesidades básicas para que ese retiro 
sea digno. Asimismo, se transgrede el derecho humano a la seguridad social, del que deriva el pago 
de la pensión, por la necesidad de garantizar la continuidad en tiempo y forma legal del pago de la 
pensión, como obligación del Estado mediante el ente asegurador de las prestaciones de seguridad 
social, derivado del derecho de los pensionados a recibir una protección especial por su condición de 
integrantes de un grupo en situación de vulnerabilidad, integrado por sujetos que ordinariamente tienen 
la presunción de subsistir económicamente de lo que reciben mensualmente por concepto de pensión. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021660  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.3o.P.2 K (10a.)  
 
NOTIFICACIONES AL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN EN EL JUICIO 
DE AMPARO. EL MOMENTO EN QUE SURTEN EFECTOS DEPENDE DE LA CALIDAD CON LA 
QUE ÉSTE SE OSTENTE (AUTORIDAD RESPONSABLE, TERCERO INTERESADO O PARTE 
PROCESAL). 

 
Acorde con el artículo 5o. de la Ley de Amparo, el Ministerio Público puede tener el carácter de: a) 
autoridad responsable (fracción II); b) tercero interesado [fracción III, inciso e)]; o, c) parte procesal 
(fracción IV). En los dos primeros supuestos, la notificación al Ministerio Público surte efectos desde el 
momento en que haya quedado legalmente hecha, conforme a la fracción I del artículo 31 de la ley de 
la materia. En cambio, la notificación al agente del Ministerio Público de la Federación que figura como 
parte en todos los juicios de amparo, surte efectos al día siguiente al de la notificación, ya sea personal 
o al de la fijación y publicación de la lista que se realice, de acuerdo con la fracción II del último 
precepto citado. Esta distinción origina que el cómputo de los términos dependa de la calidad con que 
se ostente el Ministerio Público. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 21 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021658  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XV.3o.8 A (10a.)  
 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA OMISIÓN DE PAGO OPORTUNO DE 
UNA PENSIÓN JUBILATORIA. PROCEDE, AUN CUANDO EL ADEUDO SE HUBIESE CUBIERTO, 
PARA ANALIZAR LA AFECTACIÓN A DERECHOS HUMANOS DEL QUEJOSO Y DECRETAR LAS 
MEDIDAS QUE LOS TUTELEN, CUANDO SE ADVIERTA QUE EL RETARDO EN EL PAGO 
PERSISTE Y ES RECURRENTE. 

 
Cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la omisión de pago oportuno de una pensión 
jubilatoria, no cesan los efectos de aquélla ni se consuma por el hecho de que se cubra el adeudo, ya 
que puede ser que no desaparezcan en su totalidad las violaciones y consecuencias que dicha 
conducta generó en los derechos humanos del quejoso que, sin haber sido transgredidos 
directamente, son condición necesaria para el respeto, protección y garantía del derecho violado, 
como los relativos al mínimo vital, a la seguridad social, del que deriva el pago de una pensión a los 
jubilados, o a la dignidad e integridad de la persona. Por tanto, en la hipótesis indicada procede el 
juicio de amparo indirecto, aun cuando el monto omitido se hubiese cubierto al quejoso, siempre que 
se advierta que el retardo en el pago persiste y es recurrente, porque durante el tiempo en que aquél 
no recibe su pensión, carece de los medios para la plena satisfacción de sus necesidades básicas, lo 
cual no se subsana únicamente con el pago posterior o tardío, ya que ello no retribuye las molestias, 
problemas y obstáculos que una persona de la tercera edad –como son los jubilados– debe enfrentar 
para subsistir hasta en tanto el pago acontece, y compete a los tribunales encargados de vigilar la 
regularidad constitucional de los actos de las autoridades, decretar las medidas que los tutelen, de 
conformidad con el artículo 77, fracción II, de la Ley de Amparo, el cual, interpretado bajo un nuevo 
enfoque, tiene por objeto que por medio del juicio de amparo se otorgue una mayor protección a los 
derechos humanos, mediante el acceso a la justicia constitucional, buscando siempre la ampliación a 
la esfera de protección a las personas y prevenir que los derechos violados sigan siendo 
desconocidos. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021657  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.245 L (10a.)  

 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 
(ISSSTE). PARA DETERMINAR SI PROCEDE LA DEVOLUCIÓN Y ENTREGA TOTAL O PARCIAL DE 
LAS APORTACIONES EXISTENTES EN LAS SUBCUENTAS QUE INTEGRAN LA CUENTA INDIVIDUAL 
DE RETIRO, SOLICITADA POR LOS BENEFICIARIOS DEL TRABAJADOR FALLECIDO, ES 
NECESARIO CONTAR CON UNA RESOLUCIÓN QUE LES OTORGUE O NIEGUE UNA PENSIÓN POR 
VIUDEZ, ORFANDAD O ASCENDENCIA, SEGÚN SEA EL CASO. 
 
Del artículo 129 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
vigente a partir del 1 de abril de 2007 y del Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones del Régimen de 

Cuentas Individuales del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de julio de 2009, se advierte que la cónyuge supérstite 
o los hijos o los padres tienen derecho a la pensión por viudez, orfandad o ascendencia en caso de muerte 
del trabajador asegurado por causas ajenas al servicio, siempre y cuando éste hubiera cotizado al instituto 
por tres años o más y, que el excedente del saldo acumulado en la cuenta individual del  trabajador fallecido, 
podría ser retirado por su beneficiario en una sola exhibición o para ser utilizado para contratar un seguro 
de pensión que le otorgue una renta por una suma mayor, mientras que las Disposiciones de carácter 
general en materia de operaciones de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, publicadas en el Diario Oficial 
de la Federación el 28 de diciembre de 2015, establecen que el instituto de seguridad social otorga al 
trabajador o sus beneficiarios la facultad de elegir el régimen de seguridad social y la modalidad de la 
pensión. Ahora bien, de esa normativa se deducen las siguientes hipótesis: a) las empresas operadoras o 

administradoras de recursos, una vez que tengan la información de esa resolución, deberán actualizar la 
cuenta individual e identificarla como "cuenta pensionada", específicamente actualizar la modalidad de la 
pensión que corresponda al trabajador y sus beneficiarios; b) una vez que las administradoras actualicen 
las cuentas individuales y adquieran el atributo de "cuenta pensionada", los trabajadores pensionados o sus 
beneficiarios, pueden solicitar la disposición de los recursos que les corresponda, incluyendo los de 
vivienda que, en términos de las leyes de seguridad social, tengan derecho a recibir, ya sea ante la 
administradora que opere su cuenta individual, o bien, directamente ante el Infonavit o Fovissste; c) en caso 
de que los recursos acumulados en la cuenta individual del trabajador sean mayores (excedentes) al monto 
constitutivo (se entiende la cantidad de dinero que se requiere para contratar una renta o un seguro de 
sobrevivencia con una aseguradora) para el pago de la pensión, o si los trabajadores o sus beneficiarios 

cuenten con una negativa de pensión, entonces, podrán disponer de los recursos de las subcu entas a las 
que tengan derecho en una sola exhibición o, en su caso, contratar con la aseguradora de su elección una 
renta vitalicia o contratar un seguro de sobrevivencia; y, d) que las empresas operadoras de recursos 
deberán notificar al Infonavit o al Fovissste el estado en que se encuentra el saldo de la subcuenta de 
vivienda de la cuenta individual que servirá para refaccionar la pensión o, en su caso, tener derecho a 
retirar en una sola exhibición. Atento a lo expuesto, se concluye que en cuanto a la solicitud de los 
beneficiarios del de cujus a que se les devuelvan las aportaciones existentes en las subcuentas que 
integran su cuenta individual de retiro, para poder resolver sobre ese reclamo, es necesario contar con una 
resolución del referido instituto que les otorgue o niegue una pensión por viudez, orfandad o ascendencia, 
según sea el caso, pues de ello depende si se les devuelven todas, algunas o ninguna de las subcuentas 

que generó el trabajador fallecido. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 21 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021652  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.T.277 L (10a.)  
 
DILACIONES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL 
BUROCRÁTICO. SE CONFIGURAN SI TRANSCURREN MÁS DE 45 DÍAS NATURALES DESDE LA 
FECHA EN QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE DEBIERON PRONUNCIARSE 
O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PROCESALES, PARA EFECTO DE PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 772 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO A LA LEY NÚMERO 364 ESTATAL DEL SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ). 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 33/2019 
(10a.), de título y subtítulo: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LAS DILACIONES 
PRESUNTAMENTE EXCESIVAS DE LAS JUNTAS EN EL DICTADO DE PROVEÍDOS, LAUDOS O 
EN LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA DILIGENCIA, SI TRANSCURREN MÁS DE 45 DÍAS 
NATURALES DESDE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE 
DEBIERON PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PROCESALES RESPECTIVOS.", 
determinó que para la promoción del juicio de amparo indirecto contra dilaciones presuntamente 
excesivas en el dictado de proveídos, laudos o en la realización de cualquier otra diligencia en los 
procedimientos laborales, la acción constitucional procede cuando transcurren más de 45 días 
naturales, contados a partir de la fecha en que concluyó el plazo en el que legalmente debieron 
pronunciarse o realizarse los actos procesales respectivos, porque es ese periodo el máximo que 
dispone el artículo 772 de la Ley Federal del Trabajo para decretar la caducidad en el juicio laboral. 
Ahora bien, en la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz, no se previó la figura de la 
caducidad, menos aún un plazo como el señalado; sin embargo, el artículo referido es aplicable a los 
juicios laborales tramitados ante el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial de dicha 
entidad, en relación con ese tipo de actos, en razón de que ante la ausencia de regulación específica 
de esta figura en la ley exactamente aplicable, es jurídicamente válido acudir a la supletoriedad con el 
objeto de integrar e interpretar sus disposiciones, de forma que se armonice con los principios 
generales del derecho contenidos en otras leyes, ante la existencia de un vacío legislativo u omisión 
que es necesario subsanar para dar respuesta al problema jurídico planteado, considerando que la 
supletoriedad constituye un medio de aplicación legislativa que brinda coherencia al sistema 
normativo, con el único fin de hacerlas íntegras y perfectas, corrigiendo sus deficiencias y 
ambigüedades. Además, el plazo de que se trata es acorde con el texto vigente del artículo 7 de la 
Constitución Política del Estado de Veracruz, el cual dispone que toda persona podrá ejercer el 
derecho de petición ante las autoridades locales, de los Municipios, así como de los organismos 
autónomos, los cuales estarán obligados a dar respuesta escrita, motivada y fundada, en un plazo no 
mayor de 45 días hábiles. De ahí que lo dispuesto en la Ley Federal del Trabajo sobre este tema 
específico, se complementa con la disposición de la Constitución de esta entidad, en tanto tienen como 
punto de coincidencia, en cuanto al número de días en sí, el mismo término para proveer lo que en 
derecho corresponda para dar continuidad a un procedimiento jurisdiccional. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021650  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XV.6o.3 K (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. DEBE DESECHARSE DE PLANO SI EL ACTO 
RECLAMADO LO CONSTITUYE LA OMISIÓN DEL TRIBUNAL UNITARIO AGRARIO DE 
PRONUNCIARSE EN LA AUDIENCIA DE LEY RESPECTO DE LAS EXCEPCIONES DE FALTA DE 
PERSONALIDAD Y PLUS PETITIO QUE EL DEMANDADO HIZO VALER EN EL JUICIO DE 
ORIGEN [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 37/2014 (10a.)]. 

 
Si el acto reclamado en el juicio de amparo indirecto consiste en la omisión de un Tribunal Unitario 
Agrario de pronunciarse en la audiencia de ley respecto de las excepciones de falta de personalidad y 
plus petitio que en el juicio de origen el demandado hizo valer, la demanda debe desecharse de plano, 
al actualizarse de manera manifiesta e indudable la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XXIII, en relación con el diverso 107, fracción V, interpretado en sentido contrario, ambos de la 
Ley de Amparo, porque los efectos de dicha omisión no son de imposible reparación, al no producir 
una afectación material a derechos sustantivos, pues no impiden en forma actual el ejercicio de un 
derecho, sino que sólo son susceptibles de afectar derechos procesales del quejoso, que podrían 
trascender o no al desenlace del juicio natural; de ahí que en el caso deba aplicarse por analogía la 
jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.), en la cual el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
además de establecer que no procede el juicio de amparo indirecto cuando se reclame la resolución 
que desecha la excepción de falta de personalidad sin ulterior recurso, determinó la inaplicabilidad de 
la diversa jurisprudencia P./J. 4/2001, que permitía promover el amparo indirecto contra violaciones 
adjetivas o procesales en grado predominante o superior, en los juicios iniciados conforme a la Ley de 
Amparo abrogada, ya que la legislación vigente sí precisa lo que debe entenderse por actos de 
imposible reparación. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021649  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: II.3o.P.76 P (10a.)  
 
DELINCUENCIA ORGANIZADA. LA FUNCIÓN DEL SUJETO ACTIVO DENTRO DE LA 
ORGANIZACIÓN CRIMINAL, NO CONSTITUYE UN ELEMENTO NORMATIVO DEL CUERPO DEL 
DELITO, SINO UN ASPECTO VINCULADO CON LA PUNICIÓN. 

 
En términos del artículo 2o. de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, reformado por 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de enero de 2009, para acreditar el cuerpo 
del delito de delincuencia organizada se necesita que tres o más personas se organicen de hecho; que 
la organización sea en forma permanente o reiterada; y que tenga como finalidad o resultado cometer 
alguno o algunos de los delitos que taxativamente señala el propio precepto. Sin que la descripción 
típica requiera como elemento normativo, que el sujeto activo tenga o no en el momento de su 
participación, funciones de administración, dirección o supervisión dentro de la organización criminal; 
lo que resulta congruente con el artículo 4o. de la citada ley, porque dicho aspecto está vinculado con 
la punición, que varía dependiendo del ilícito que constituya la finalidad del grupo delincuencial, así 
como las funciones de sus integrantes. Estimar lo contrario, implica exigir la demostración de un tópico 
no contenido en el tipo penal que, de no acreditarse, llevaría a la actualización de la excluyente del 
delito prevista en la fracción II del artículo 15 del Código Penal Federal. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 21 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021648  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XXI.3o.C.T.12 C (10a.)  
 
COMPETENCIA POR MATERIA. SI UN TRABAJADOR EN ACTIVO RECLAMA LA NULIDAD DE LA 
SOLICITUD DE UN PRÉSTAMO OTORGADO POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO Y, COMO CONSECUENCIA, LA 
DEVOLUCIÓN DEL COBRO INDEBIDO REALIZADO DIRECTAMENTE A SU SALARIO, 
CORRESPONDE SU CONOCIMIENTO A UN JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL. 
 

Para definir la competencia por materia debe atenderse exclusivamente a la naturaleza de la acción, 
que regularmente se obtiene del análisis cuidadoso de las prestaciones reclamadas, de los hechos 
narrados y, en caso de que se señalen, de los preceptos en que se apoye la demanda pero, en todo 
caso, debe prescindirse del estudio de la relación jurídica entre las partes. Cuando la acción intentada 
se sustenta, esencialmente, en el indebido cobro realizado sobre la nómina de un trabajador en activo, 
derivado de un préstamo efectuado por el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, el que manifiesta nunca solicitó y que la firma que obra en dicha solicitud no 
corresponde a la actora, entonces, la acción principal es la nulidad de la solicitud de ese préstamo, del 
cual se hace derivar la retención de su salario para efectuar su pago y, con ello, la devolución de la 
cantidad que le fue cobrada indebidamente, sin que obste que la actora no cite precepto legal alguno 
que funde la demanda, puesto que es el órgano jurisdiccional a quien le compete hacerlo. Por tanto, 
aun cuando exista afectación a un bien protegido por el artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, como lo es el salario y se encuentren vinculados aspectos relacionados 
con un tema de seguridad social, como lo es un préstamo otorgado por el referido instituto; lo cierto es 
que la quejosa no reclama el incumplimiento o indebido cumplimiento de dichas prestaciones, sino la 
nulidad de la solicitud del préstamo del que deriva la afectación a su salario, por ausencia del 
consentimiento, al no existir voluntad de la quejosa en solicitar dicha prestación. Por consiguiente, si 
un trabajador en activo reclama la nulidad de la solicitud del préstamo efectuado por el instituto 
señalado y, como consecuencia, la devolución del cobro indebido realizado directamente a su salario, 
no puede considerarse que la acción intentada sea de naturaleza laboral (aun cuando de manera 
indirecta involucre aspectos laborales, como el descuento al salario derivado de un préstamo de 
seguridad social), ya que para determinar la competencia por materia, no debe atenderse a la relación 
jurídica existente entre las partes, sino a la naturaleza de la acción intentada, por lo que el juicio debe 
tramitarse ante el Juez de Distrito en Materia Civil. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS JUICIOS LABORALES SUSCITADOS ENTRE UNA 
INSTITUCIÓN DE ASISTENCIA PRIVADA Y SUS TRABAJADORES. CORRESPONDE A LA JUNTA 
FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. 

 
Las casas de empeño como el Nacional Monte de Piedad, Institución de Asistencia Privada, tienen 
como objeto principal otorgar créditos prendarios, pues habitualmente realizan u ofertan ese tipo de 
contrataciones al público en general, a fin de allegarse de recursos para la consecución de su objeto 
social y, en consecuencia, constituyen instituciones de crédito. Cabe aclarar que la circunstancia de 
que esta clase de instituciones de asistencia privada se caractericen por prestar servicios asistenciales 
sin ánimo de lucro, no desvirtúa la verdadera naturaleza jurídica del contrato de mutuo con interés y 
garantía prendaria que celebran, ya que los réditos que cobran sobre el monto del préstamo otorgado, 
se traducen en una utilidad o ganancia, de manera que se erigen en instituciones de crédito de banca 
privada. Así, cuando los trabajadores demandan en la vía laboral a una entidad con esas 
características y objeto social, la competencia se surte a favor de la Junta Federal de Conciliación y 
Arbitraje, en términos de los artículos 123, apartado A, fracción XXXI, inciso a), numeral 22, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su correlativo 527, fracción I, numeral 22, de 
la Ley Federal del Trabajo, que disponen que la aplicación de las normas de trabajo corresponde a las 
autoridades federales cuando se trate de servicios de banca y crédito. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS LABORALES SUSCITADOS ENTRE LOS 
ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS DEL ESTADO DE VERACRUZ Y SUS 
TRABAJADORES. POR LA NATURALEZA DEL SERVICIO QUE PRESTAN, POR AFINIDAD, 
CORRESPONDE AL TRIBUNAL ESTATAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. 
 
De conformidad con las jurisprudencias P./J. 20/2007 y P./J. 12/2008, del Pleno de  la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubros: "ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. NOTAS DISTINTIVAS 
Y CARACTERÍSTICAS." y "ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. SUS CARACTERÍSTICAS.", 
y en términos de artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el poder público 

de los Estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial; sin embargo, el 
Constituyente introdujo la figura de los órganos constitucionales autónomos, los cuales son una excepción 
al tradicional sistema de división de poderes, en razón de que confirió a dichos entes jurídicos de derecho 
público ciertas facultades estatales fundamentales que no dependen orgánica, funcional o 
presupuestariamente de ninguna de las tres ramas tradicionales del poder, ya que la totalidad de las 
funciones estatales no puede incluirse en aquéllos, porque surgen bajo una idea de equilibrio constitucional 
basada en los controles de poder, evolucionando así la teoría tradicional de la división de poderes con la 
finalidad de hacer más eficaz el desarrollo de las actividades encomendadas al Estado; además, el hecho 
de que dichos organismos guarden autonomía e independencia de los poderes primarios no significa que 
no formen parte del Estado Mexicano, cuenta habida que su misión principal es atender necesidades 
torales, tanto del Estado como de la sociedad en general. En ese sentido, aun cuando la Constitución 

Política del Estado de Veracruz, en su artículo 56, fracción VII, no establece expresamente la competencia 
del Poder Judicial del Estado para conocer, a través del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de las 
controversias laborales que se susciten entre los órganos constitucionales autónomos y sus trabajadores, 
como sí la prevé expresamente para aquellas suscitadas entre los Poderes Judicial o Legislativo y sus 
trabajadores, así como entre la administración pública estatal y municipal con sus empleados; debe 
entenderse que dicha disposición constitucional incluye todas las relaciones de trabajo que tenga el Estado,  
independientemente de su denominación, como ocurre con los organismos constitucionales autónomos 
pues, como se dijo, forman parte del Estado y desempeñan funciones prioritarias de éste, en estricto 
acatamiento al orden federal y local. Aunado a lo anterior, cabe destacar que de conformidad con los 
artículos 115, 116, fracción VI, 123, apartado B y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el Constituyente encomendó al legislador estatal la creación de leyes de trabajo que regulen las  
relaciones laborales con los trabajadores al servicio de cada entidad federativa, por lo que precisamente en 
ejercicio de esa libertad de configuración legislativa es que el artículo 30, fracción II, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado de Veracruz, establece la competencia específica del Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje del Poder Judicial del Estado, para conocer de aquellas controversias suscitadas entre los 
organismos constitucionales autónomos locales y sus trabajadores; sin que ello contravenga el referido 
precepto 56, sino que, más bien, lo complementa; máxime que la naturaleza del servicio que prestan tales 
órganos permite concluir que al realizar actividades propias del Estado, por afinidad, debe considerarse que 
las relaciones laborales con los trabajadores a su servicio, se rigen por el apartado B del artículo 123 
constitucional, lo que justifica que el tribunal burocrático sea el competente para conocer de las 

controversias laborales que se susciten con sus trabajadores. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NO TIENE ESE 
CARÁCTER LA QUE ES VINCULADA POR EL TRIBUNAL DE TRABAJO PARA EL 
CUMPLIMIENTO EFECTIVO DEL LAUDO, EN TÉRMINOS DE LA LEY NÚMERO 364 ESTATAL 
DEL SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ. 

 
Los actos de autoridad, para efectos del juicio de amparo, son aquellos provenientes de relaciones de 
supra a subordinación que afecten derechos de particulares y no actos derivados de relaciones de 
coordinación; concebidas las primeras como las existentes entre gobernantes y gobernados, en las 
que los primeros se encuentran en un plano superior respecto de los segundos, mientras que las de 
coordinación, son las establecidas entre particulares ubicados en una situación de igualdad y 
bilateralidad, regida por el derecho privado. De ahí que no pueden considerarse como autoridades 
responsables a los órganos de gobierno y dependencias públicas del Estado de Veracruz que, a pesar 
de no haber sido parte en el juicio de origen, fueron vinculadas al cumplimiento del laudo emitido en 
esa contienda, en términos de la ley burocrática local, pues con esa determinación quedan 
incorporados al juicio natural en la fase de ejecución del laudo, siendo colocadas en un plano de 
coordinación y de igualdad procesal con las partes contendientes; máxime, si se toma en 
consideración que la Segunda Sala del Máximo Tribunal Constitucional, al emitir la jurisprudencia 
2a./J. 31/2014 (10a.), de título y subtítulo: "ÓRGANOS DE GOBIERNO O DEPENDENCIAS 
PÚBLICAS DEL ESTADO DE VERACRUZ. EL INCUMPLIMIENTO A UN LAUDO PRONUNCIADO EN 
UN JUICIO LABORAL EN EL QUE FIGURARON COMO PARTE DEMANDADA NO CONSTITUYE UN 
ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO (LEY DE AMPARO VIGENTE 
HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013).", estableció que el incumplimiento de una condena impuesta a los 
órganos de gobierno y dependencias públicas de dicha entidad federativa, no constituye un acto de 
autoridad reclamable mediante el juicio de amparo, dado que su marco normativo prevé un 
procedimiento específico para ejecutar dicha condena, en el que, incluso, puede llegarse a su forzoso 
acatamiento mediante el embargo de bienes privados o propios de las autoridades demandadas, lo 
que es suficiente para preservar el plano de coordinación que caracteriza las relaciones laborales 
regidas por el derecho privado y social. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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AUDIENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES. SU CITACIÓN DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE A LA VÍCTIMA U OFENDIDO 
CON EL APERCIBIMIENTO DE QUE EN CASO DE NO COMPARECER SE DECLARARÁ SIN 
MATERIA LA IMPUGNACIÓN RESPECTIVA. 

 
El artículo invocado dispone que en caso de que la víctima, el ofendido o sus representantes no 
comparezcan a la audiencia materia de impugnación (determinaciones del Ministerio Público sobre la 
abstención de investigar, el archivo temporal, la aplicación de un criterio de oportunidad y el no 
ejercicio de la acción penal) a pesar de haber sido debidamente citados, el Juez de Control declarará 
sin materia la impugnación, por lo que atendiendo a una interpretación teleológica y con el objeto de 
garantizar el ejercicio pleno de los derechos, tomando en consideración la trascendencia y gravedad 
de esa consecuencia –que se traduce en poner fin o concluir el procedimiento sin haber escuchado las 
inconformidades de aquéllas respecto de las omisiones o actuaciones del Ministerio Público que 
tengan como efecto paralizar, suspender o terminar una investigación, lo que implica que no se 
atenderá su derecho de acceso a la justicia para la resolución de hechos que ella considera 
constitutivos de delito en su agravio– el juzgador debe ordenar que esa citación se notifique en forma 
personal a la víctima u ofendido con el señalado apercibimiento legal en caso de inasistencia; lo 
anterior, toda vez que el Juez, atento el principio de conducción del proceso y con respeto a los 
derechos humanos, puede hacer uso de sus facultades discrecionales y ordenar ese apercibimiento en 
forma previa. Lo que tiene su razón en que la víctima debe conocer plenamente las consecuencias 
jurídicas de su inasistencia, pues sólo así podría garantizarse sus derechos de acceso a la impartición 
de justicia y de defensa si se toma en consideración que precisamente será la parte que formule los 
agravios que le irroga la omisión o actuación del Ministerio Público que considera contraria a sus 
intereses y de no acudir a la audiencia, el juzgador carecería de materia sobre la cual pronunciarse 
dando por terminado el proceso. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ORDEN DE APREHENSIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. EL SEÑALAMIENTO DEL 
MONTO ECONÓMICO DE LO QUE ESTIMA EL MINISTERIO PÚBLICO OBTUVO EL IMPUTADO 
ILÍCITAMENTE POR EL HECHO QUE LA LEY SEÑALA COMO DELITO, NO PUEDE 
CONSIDERARSE PARA JUSTIFICAR LA NECESIDAD DE CAUTELA PARA LA EMISIÓN DE 

AQUÉLLA, PUES DE LO CONTRARIO, SE VIOLA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
 
Conforme a la interpretación del artículo 141, fracción III, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, el monto económico que estima el Ministerio Público obtuvo el imputado ilícitamente por el 
hecho que la ley señala como delito, no puede considerarse un argumento válido para justificar la 
necesidad de cautela para la emisión de la orden de aprehensión girada en su contra, como forma de 
conducirlo a la audiencia de formulación de imputación, pues esa postura se encuentra en franca 
contradicción con el principio de presunción de inocencia, al convertirse en un elemento que justifica la 
orden de captura, pues al considerarlo así, todos los casos en que se investigue un hecho relacionado 
con la obtención indebida de recursos económicos, se acreditaría la necesidad de emitir una orden de 
aprehensión, en contravención con los principios de presunción de inocencia y mínima intervención, 
bases fundamentales del sistema de justicia penal acusatorio contenidos en los artículos 18, 19, 
párrafo segundo y 20, primer párrafo, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en cuanto que de ellos se advierte que el nuevo proceso penal busca afectar lo 
menos posible la libertad de las personas. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACLARACIÓN DE LAUDO. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS INTEGRANTES DEL 
TRIBUNAL LABORAL O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA Y DA FE, DEBE EXAMINARSE 
OFICIOSAMENTE EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO Y CONCEDERSE LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL PARA QUE SE SUBSANE ESA OMISIÓN, INDEPENDIENTEMENTE DE QUIÉN 
PROMUEVA LA DEMANDA (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
147/2007). 

 
La aclaración del laudo constituye una institución procesal cuyo objeto es precisar consideraciones o 
resolutivos del fallo definitivo que denoten ambigüedad, oscuridad o contradicción, enmendar 
omisiones y/o corregir errores o defectos de aquél, sin introducir tópicos novedosos o que alteren la 
esencia de la decisión o las razones fundamentales en que se fundó; en estas condiciones, tanto el 
laudo como su aclaración constituyen una unidad jurídico procesal indivisible. Así, la falta de firma de 
alguno de los integrantes del tribunal de trabajo o del secretario que autoriza y da fe en la resolución 
aclaratoria, debe examinarse oficiosamente por el órgano de control constitucional, sin necesidad de 
que en la demanda se expresen conceptos de violación sobre ese aspecto e independientemente de 
quién la promueva, pues el aludido vicio trae consigo la nulidad de esa unidad jurídica indivisible; es 
decir, tanto del laudo o resolución que pone fin al juicio laboral como de su aclaración; lo anterior, en 
aplicación analógica de la jurisprudencia 2a./J. 147/2007, sustentada por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "LAUDO. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE 
LOS INTEGRANTES DE UN TRIBUNAL DE TRABAJO, CUANDO FUNCIONA EN JUNTA ESPECIAL 
O EN SALA, O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA Y DA FE, CONDUCE A DECLARAR DE OFICIO 
SU NULIDAD Y CONCEDER EL AMPARO PARA QUE SEA SUBSANADA TAL OMISIÓN, 
INDEPENDIENTEMENTE DE QUIÉN PROMUEVA LA DEMANDA." 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
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ACLARACIÓN DE LAUDO. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS INTEGRANTES DEL 
TRIBUNAL DE TRABAJO FUNCIONANDO COMO ÓRGANO COLEGIADO O DEL SECRETARIO 
QUE AUTORIZA Y DA FE, NO QUEDA SUBSANADA CON EL HECHO DE QUE EL LAUDO SÍ LAS 
CONTENGA. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 23/2005, de 
rubro: "ACLARACIÓN DE LAUDO. AL SER PARTE INTEGRANTE DE ÉSTE, ES RECLAMABLE EN 
AMPARO DIRECTO.", determinó que la aclaración de laudo no constituye una resolución aislada o 
independiente de aquel en el que se efectuó el pronunciamiento de fondo, pues su papel se encuentra 
delimitado por el contenido de la resolución que constituye su materia. De ahí que, cuando en la 
aclaración falte la firma de alguno de los integrantes del tribunal de trabajo, funcionando como órgano 
colegiado o del secretario que autoriza y da fe, ello no queda subsanado por la circunstancia de que el 
laudo sí cumpla con la formalidad prevista en los artículos 839 y 890 de la Ley Federal del Trabajo, 
atento a que éste sólo adquiere el carácter de definitivo una vez que se resuelve sobre su aclaración, 
lo que implica que ambos conformen una unidad jurídica indivisible y, por tanto, deberán cumplir con 
las mismas exigencias formales y participar de los mismos requisitos de validez. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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